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RESOLUCIÓN   

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de enero de 2016.  

Acogemos el recurso de epígrafe como petición de Certiorari 

por ser lo correspondiente en derecho. Mediante el mismo, Juan 

Ramón Ríos González pretende que revoquemos la Orden emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia de 16 de noviembre de 2015, 

mediante la cual se denegó su solicitud de relevo de sentencia bajo la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 49.2, con 

relación a una Sentencia emitida el 2 de enero de 2014. Denegamos. 

La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. 

XXII-A, R. 40, establece ciertos elementos a considerar en la 

configuración de la decisión de expedir un auto de certiorari:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 
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B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. Véase: 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones.  

 

Es decir que el carácter discrecional del auto de certiorari “no 

se da en un vacío ni en ausencia de otros parámetros”, sino modelado 

por los criterios reglamentarios aludidos, que disponen puntualmente 

su marco jurídico preciso. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 

182 DPR 580 (2011). Es a tal marco que el recurso que se procure 

interponer ha de adecuarse. 

El caso concreto ante nuestra consideración, sin embargo, no se 

conforma con los presupuestos del certiorari requeridos por nuestro 

Reglamento. No se nos escapa que el Peticionario pretende que 

contravengamos la determinación del foro a quo de denegar una 

petición de relevo de sentencia presentada el 28 de septiembre de 

2015 que afecta una Sentencia emitida el 2 de enero de 2014.  

Al respecto, el Tribunal Supremo ha sentenciado que: 

La Regla 49.2, supra, provee un vehículo procesal para 

que una parte pueda solicitar el relevo de una sentencia en 

su contra, por alguna de las causales que la propia regla 

dispone,
4
 siempre y cuando dicha acción se presente 

dentro de los seis meses de haberse registrado la 

sentencia. No obstante, aun después de transcurrido el 

referido término de seis meses, la propia regla reconoce el 

poder de un tribunal para conocer de un pleito 

independiente con el propósito de relevar a una parte de 

http://intranet/DTS_Repositories/TRIBUNAL_SUPREMO/2002/2002%20TSPR%20100%20GUILLERMO%20RIVERA%20BAEZ%20V.%20ANA%20N.%20JAUME%20ANDUJAR%20AC-2001-8.rtf#footnote4
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una sentencia, orden o procedimiento; conceder un 

remedio a una parte que en realidad no hubiese sido 

emplazada; y dejar sin efecto una sentencia por motivo de 

fraude al tribunal. Regla 49.2, supra. Véase además, 

Figueroa v. Banco de San Juan, 108 D.P.R. 680, 688 

(1979).  

 

Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 573-574 (2002).  

 

 No obstante, es claro que el Peticionario procuró el relevo de su 

sentencia en exceso desmedido del término prescrito al efecto y sin 

referirse a alguna de las singularidades que permiten rebasarlo; 

aludiendo, mas bien, a una tesis de dolo entre partes que no configura 

el “fraude al tribunal” al que se refiere el estado de derecho, por 

excepción, como razón para trascender los 6 meses a que se limita el 

ejercicio de la referida petición de relevo.  

Por los fundamentos expuestos, denegamos el auto solicitado y 

en consecuencia resolvemos sin lugar la petición de auxilio de 

jurisdicción interpuesta.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


